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Doctor: 
AROLDO ANTONIO GÓEZ MEDINA 
JUEZ 56 DE PEQUEÑAS CAUSAS y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTA, D. C. 
(Juzgado 74 Civil Municipal de Bogotá, transformado transitoriamente) 
Correo electrónico: cmpl74bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
aquijano@procobas.com.co 
Ciudad 
 
 
 
 
Ref.: EJECUTIVO número 2023-01475-00 
 
DEMANDANTE: COOPERATIVA MEDICA DEL VALLE y DE PROFESIONALES DE 
COLOMBIA – COOMEVA 
 
 
DEMANDADO: JOSÉ IGNACIO ARIAS VARGAS 
 
 
 
Asunto: Recurso de reposición contra auto de mandamiento de pago del 2 de noviembre de 
2023, notificado el 8 de noviembre de 2023. 
 
 
 
 
 
JOSÉ IGNACIO ARIAS VARGAS, mayor de edad, domiciliado y residenciado en 

Bogotá D.C., identificado como aparece al pie de mi firma, actuando dentro del proceso de 

la referencia en causa propia, estando en término, respetuosamente en término, 

respetuosamente interpongo recurso de reposición contra la providencia del 2 de noviembre 

de 2023, notificado por estado del 3 de noviembre de 2023, con fundamento en las 

siguientes precisiones sustanciales y procesales. 

 

 
1.- La providencia del 2 de noviembre de 2023, argumentó librar mandamiento de pago, en 

la suma de $1.613.802. 

 

1.2.- También, resolvió, entre otras determinaciones, intereses corrientes en la suma de 

$173.896. 

 

1.3.- E intereses de mora. 

 

2.- En dicha determinación no se tuvo en cuenta que la parte pasiva, pagó la mora 

involuntaria originada en dicho cobro y que COOMEVA cruzó y aplicó los aportes del 

suscrito asociado a dicha cooperativa desde hace más de 20 años, lo cual se acredita en 

documental allegada para este fin, sin que la parte ejecutante aporte el historial de pagos 

registrados durante los periodos de septiembre de 2018 a noviembre de 2023. COOMEVA 
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informa el 2 de noviembre de 2023, que “…no se generan saldos a su favor” al efectuar los 

cruces de los aportes, que no se sabe los montos y los periodos, es decir, nada de nada, 

hecho que perjudica de manera irremediable al suscrito ejecutado.  

 

2.- El proceso ejecutivo tiene fundamento anclado en la efectividad del derecho, que 

reclama el demandante al suscrito asociado a la cooperativa COOMEVA, para cumplir una 

obligación clara, expresa y exigible, por tanto, para iniciar pretendida ejecución, se exige y 

requiere necesaria e indispensablemente revisar con especial detenimiento el fundamento 

en que se apoya la misma pretensión, que no es otra, que el título ejecutivo complejo dadas 

las novedades advertidas que tornan que el requisito de la exigibilidad no se cumple, por 

tanto el mismo debe ser revocado. 

 

En esta génesis doctrinaria, desde vieja data, han surgido prolíficos conceptos desarrollados 

para consolidar su trámite demarcado al título ejecutivo, dado que gran parte de la 

jurisprudencia extranjera y local, han contribuido a la precisa conceptualización, en razón a 

que la ejecución ha sido uno de los procesos más antiguos y con mayor ejercicio en 

estrados judiciales. En anterior marco general, aparece CHIOVENDA, célebre procesalista 

Italiano, que considera el título ejecutivo como presupuesto o condición general de 

cualesquiera ejecución, por tanto, la ejecución forzosa: “nulla executio sine titulo”.1  

 

Nuestro maestro y reconocido tratadista Colombiano, DEVIS ECHANDIA, refiere que el 

título ejecutivo es el documento o los documentos auténticos que constituyen plena prueba, 

en el cual o de cuyo conjunto consta la existencia a favor del demandante y a cargo del 

demandado, una obligación expresa, clara y exigible, que además debe ser líquida si se trata 

de pago de sumas de dinero, y que reúna o reúnan los requisitos de origen y forma que 

exige la ley.2 

 

El artículo 422 del Código General del Proceso, establece las condiciones formales y de 

fondo que debe reunir un documento para que de él se pueda predicar la existencia de título 

ejecutivo. 

 

Las condiciones formales atañen a que los documentos que integran el título sean 

auténticos, y que emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de condena 

proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que 

tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos 

contenciosos administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen 

honorarios de auxiliares de la justicia. 

                         
1 La ejecución sin título. Instituciones del Derecho Procesal Civil, 2ª edición, Madrid, 1954. 
2 Compendio de Derecho Procesal Civil, Tomo III, Bogotá, 1972. 
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Las condiciones de fondo, buscan que en los documentos que sirven de base para la 

ejecución aparezcan consignadas obligaciones claras, expresas y exigibles a favor del 

ejecutante y a cargo de la ejecutada, y que sean líquidas o liquidables por simple operación 

aritmética, en el caso de obligaciones pagaderas en dinero. 

 

Frente a estas calificaciones, ha señalado la doctrina, que por expresa debe entenderse 

cuando aparece manifiesta de la redacción misma del título. En el documento que la 

contiene debe ser nítido el crédito-deuda que allí aparece; tiene que estar expresamente 

declarada, sin que haya para ello que acudir a elucubraciones o suposiciones. 

  

La obligación es clara cuando además de expresa aparece determinada en el título; debe ser 

fácilmente inteligible y entenderse en un solo sentido. 

 

La obligación es exigible cuando puede demandarse el cumplimiento de la misma por no 

estar pendiente de un plazo o condición. Dicho de otro modo, la exigibilidad de la 

obligación se refiere, a la que debía cumplirse dentro de cierto término ya vencido, o 

cuando ocurriera una condición ya acontecida, y la que es pura y simple por no hacerse 

sometido a plazo ni condición, previo requerimiento. 

 

En otras palabras, el proceso ejecutivo tiene su origen en la obligación clara, expresa y 

exigible contenida en el Título Ejecutivo cuyo titular es el acreedor o ejecutante; y tiene por 

finalidad asegurarse a éste la satisfacción de su acreencia mediante la utilización de medios 

coercitivos legítimos y legales. 

 

3.- El crédito ejecutado número 0512-60448800 que sustenta el Pagaré del 29 de agosto de 

2018, NO contienen una obligación actualmente EXIGIBLE a cargo del suscrito, y por 

ende, NO PRESTA MÉRITO EJECUTIVO.   

 

Como se indica en escrito de demanda, la misma se sustenta en escuetos documentos que se 

acompañan en escrito de demanda como Título Ejecutivo, junto con el precitado pagaré, sin 

el soporte del historial de pagos efectuados por el suscrito demandado, hecho que ha 

motivado dirigir en la fecha derechos de petición sobre este particular y su imputación que 

hizo y no ha informado COOMEVA al suscrito socio, mucho menos al Juzgado, siendo tal 

conducta contraria a la buena fe contractual, además que deja la eventual solicitud de 

investigación al ente de control que la vigila, por violar los derechos de los asociados y de 

los deudores que ejecuta.   
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En conclusión, para que la obligación que en este proceso se pretende cobrar cumpliera la 

“conditio sine qua non” de ser EXIGIBLE tendría que haberse acreditado junto con la 

relación de cuotas vencidas y no pagadas, certificadas por COOMEVA, previo agotamiento 

de la reestructuración de la obligación así certificada, con mayor razón si hubiera cruzado 

el valor de los aportes del suscrito ejecutado, con aplicación a la obligación ejecutada e 

informar al asociado de tales eventos, por tanto se evidencia el acaecimiento u ocurrencia 

de la condición que no hace EXIGIBLE, frente al pago de cada uno de los montos y 

saldos acumulados para su ejecución con cobros decretados en el auto de apremio. 

 

Ante el pago cruzado con aportes del suscritos asociado a COOMEVA de lo pretendido en 

la ejecución que nos ocupa, claramente establecido al momento de notificar personalmente 

el mandamiento de pago recurrido, significa que resulta desvirtuado el fundamento fáctico 

de la pretensión del ejecutante y por tanto, existe vocación de prosperar la petición de 

revocar la providencia recurrida. 

 

Reconocida tratadista precisó que, “….Los títulos valores “son documentos necesarios para 

legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora”1 . Como 

puede vislumbrarse de la definición dada, los títulos valores, a su vez, son títulos 

ejecutivos. Por esta razón, para lograr su cobro judicial debe ejercerse la acción cambiaria, 

es decir, iniciarse un proceso ejecutivo2. 

 

“--- en el trámite del proceso ejecutivo por el ejercicio de una acción cambiaria, una vez 

notificado el mandamiento de pago, el demandado puede oponer las excepciones 

consagradas taxativamente en el artículo 784 del Decreto 410 de 1971 -por medio del cual 

se expide el Código de Comercio colombiano, en adelante Ccom-. Una de ellas, 

contemplada en el numeral cuarto del artículo en comento, es la excepción fundada en la 

omisión de los requisitos que el título debe contener y que la ley no suple 

expresamente3….”. 

 

“…llama mucho la atención que a su vez el artículo 430 de la Ley 1564 de 2012 -Código 

General del Proceso, en adelante CGP- dispone de una manera clara que “los requisitos 

formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el 

mandamiento ejecutivo” (Negrita fuera de texto).  

 

“…De esta manera, podría afirmarse que existe una visible contradicción entre estas dos 

normas, toda vez que la primera de ellas consagra como mecanismo procesal para atacar la 

omisión de los requisitos formales del título valor las excepciones de fondo, y la otra, el 

recurso de reposición. Al respecto, es de anotar que el CGP contempla derogatorias 

expresas, dentro de las cuales no se encuentra la norma del Ccom en cuestión4 , por lo que 
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ambas se encuentran vigentes.  

 

“….Lo precedente cobra bastante relevancia si se evalúa la diferencia entre poner de 

presente la omisión de los requisitos formales mediante excepciones o a través del recurso 

de reposición en contra del mandamiento de pago. Como se dispone en los artículos 422 y 

siguientes del CGP, el recurso de reposición contra el mandamiento de pago debe 

interponerse en el término de ejecutoria del mismo, es decir, dentro de los tres (03) días 

hábiles siguientes a su notificación. Por el contrario, las excepciones son interpuestas 

dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la notificación del mandamiento de pago. 

Además, como si fuera poco, el recurso de reposición es resuelto por el juez de manera 

inmediata a su interposición. Por otro lado, las excepciones son resueltas en la 

sentencia….”.3 

 

Citas a pie de página de la mencionada tratadista. 
 
1 Artículo 619 Código de Comercio Colombiano [Código]. (2016). Editorial Legis. 
2 Artículo 793 Código de Comercio Colombiano [Código]. (2016). Editorial Legis.  
3 El fundamento de esta excepción es la literalidad que debe cumplir todo título valor. Es decir, si este no cumple los requisitos que por 
ley debe cumplir -y esta misma no los suple-, no existe título valor alguno.  
4 Artículo 626 Código General del Proceso [Ley 1564 de 2012]. DO: 48.489. 
5 HENRÍQUEZ,M. “Los jueces y la resolución de antinomias desde la perspectiva de las fuentes del derecho constitucional chileno”, 
Estudios constitucionales, 11(1), 459-476, disponible en: https://dx.doi.org/10.4067/S0718-52002013000100012.  
6 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-005 de 1996. M.P. José Gregorio Hernández Galindo.  
7 Que se ejerce solamente cuando de títulos valores se trata.  
8 ACERO, L. “Aspectos problemáticos del proceso ejecutivo en el CGP”, XXXVII Congreso Colombiano de Derecho Procesal, 283-296. 
 
 

PETICION: 

 

Efectuada la presente sustentación de desvirtuar el fundamento fáctico de las pretensiones 

del ejecutante, y estando dentro de la oportunidad legal, muy respetuosamente solicito al 

Juzgado, REVOCAR el Auto de Mandamiento Ejecutivo impugnado, y en su lugar, 

NEGAR dicho Mandamiento Ejecutivo y Condenar a la parte demandante a pagar costas y 

perjuicios al asociado de COOMEVA. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

 

El demandado, JOSE IGNACIO ARIAS VARGAS, en la carrera 8 No. 11 – 

39 barrio centro de Bogotá, D.C. Teléfono celular No 3153577819. 
                         
3 Así lo sostiene la doctora Luisa María Brito Nieto, Universidad Externado de Colombia. Investigadora del Departamento de Derecho 
Procesal de la Universidad Externado de Colombia. Abogada de litigios de la firma Moreno Servicios Legales. 
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Correo electrónico: joseiarias88@yahoo.es   

 

COOMEVA, en la dirección que figura en escrito de la demanda. 

 

En causa propia, recibo notificación en la carrera 8 No. 11 -39, oficina 705 de 

Bogotá.  

 

Correo Electrónico: joseiarias88@yahoo.es 
 
 
Atentamente, 
 

 
 
JOSE IGNACIO ARIAS VARGAS 
C. C. No. 12.113.270 de Neiva 
T. P. No. 76.077 C. S. de la J. 
 
Total 20 folios útiles, incluido este memorial de 6 folios. 
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21 de agosto de 2020

Respetado(a) señor(a)

JOSE IGNACIO ARIAS VARGAS

Reciba un cordial saludo en nombre de Coomeva.

Le informamos que sus observaciones fueron radicadas en nuestro sistema con el Número
6485431, con el siguiente detalle:

Asociado solicita anticipo de amortización de aportes cumple con con antiguedad y edad 

Muchas gracias por depositar su confianza en nosotros. Es nuestro interés servirle y brindarle
una pronta solución, la cual le estaremos haciendo llegar mediante Correo Electrónico.

Radicado por: Adriana  Duarte Triana
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